
 
 

 

 
NOTA INFORMATIVA SOBRE REAL DECRETO-LEY 5/2021, DE 12 DE 
MARZO, DE MEDIDAS EXTRAORDINARIAS DE APOYO A LA SOLVENCIA 
EMPRESARIAL EN RESPUESTA A LA PANDEMIA DE LA COVID-19 
 
Estas ayudas se dirigirán a empresas viables en los sectores más afectados por la pandemia 
(CNAE incluidos en el anexo I del Real Decreto-Ley, que acompañamos). 
 
 Línea de 7.000 millones de euros para ayudas directas a autónomos y empresas 
 
Línea de ayudas directas a autónomos y empresas, dotada con 7.000 millones de euros, tiene 
como objetivo que las comunidades autónomas concedan ayudas directas a los autónomos y 
empresas de los sectores más afectados por la pandemia cuyos ingresos hayan caído más de un 
30% con respecto a 2019. 
  
Las nuevas ayudas establecidas tendrán carácter finalista y se emplearán para el pago de deudas 
contraídas por las empresas desde marzo de 2020, como pagos a proveedores, suministros, 
salarios, arrendamientos o reducción de la deuda financiera. 
 
Podrán acceder a estas ayudas todas las empresas y autónomos del sector de la hostelería y la 
restauración, los sectores con acceso a los ERTE ampliados establecidos en el Real Decreto-ley 
2/2021, y otros especialmente afectados por la pandemia, como las actividades de la industria 
manufacturera relacionadas con el comercio y la hostelería; comercio al por mayor y minorista; 
sectores auxiliares al transporte; mantenimiento aeronáutico, y actividades relacionas con la 
cultura y las actividades deportivas. En total, son cerca de un centenar las actividades a las que 
podrán llegar los recursos. 
 
Esta línea constará de dos compartimentos: 
 

 5.000 millones se destinarán al conjunto de comunidades autónomas, salvo Islas 
Baleares y Canarias. La asignación de los fondos se realizará siguiendo los mismos 
criterios que los utilizados para el REACT EU: impacto de la pandemia en la riqueza de 
la comunidad autónoma, impacto de la crisis en el desempleo e impacto en el 
desempleo juvenil. 

 
 El segundo compartimento, de 2.000 millones de euros, se destinará a Islas Baleares 

y Canarias, por el impacto diferencial sobre su economía del mayor peso de los 
sectores más afectados por la pandemia. 

 
Podrán beneficiarse autónomos y empresas viables que hayan tenido una caída de sus ingresos 
de al menos el 30% en 2020 respecto al año anterior. 
 
 A los efectos de este Real Decreto-ley, se considerarán destinatarios: 
 

a. Los empresarios o profesionales y entidades adscritas a los sectores definidos 
en el Anexo I, y cuyo volumen de operaciones anual declarado o comprobado 
por la Administración, en el Impuesto sobre el Valor Añadido o tributo indirecto 



 
 

 

equivalente en 2020 haya caído más de un 30% con respecto a 2019. Esta 
información se suministrará por la Administración Tributaria correspondiente a 
petición de las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla. Los 
empresarios o profesionales que apliquen el régimen de estimación objetiva en 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas adscritos a los sectores 
definidos en el Anexo I. 

 
b. Para el caso de grupos consolidados que tributen en el Impuesto sobre 

Sociedades en el régimen de tributación consolidada, se entenderá como 
destinatario a efectos del cumplimiento de los requisitos de elegibilidad y 
transferencias, el citado grupo como un contribuyente único, y no cada una de 
las entidades que lo integran, por lo cual el volumen de operaciones a 
considerar para determinar la caída de la actividad será el resultado de sumar 
todos los volúmenes de operaciones de las entidades que conforman el grupo. 

 
c. En ningún caso se consideran destinatarios aquellos empresarios o 

profesionales, entidades y grupos consolidados que cumplan los requisitos 
establecidos en los dos epígrafes anteriores y que en la declaración del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente a 2019 hayan 
declarado un resultado neto negativo por las actividades económicas en las que 
hubiera aplicado el método de estimación directa para su determinación o, en 
su caso, haya resultado negativa en dicho ejercicio la base imponible del 
Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto de la Renta de no Residentes, antes 
de la aplicación de la reserva de capitalización y compensación de bases 
imponibles negativas. Esta información se suministrará por la Administración 
Tributaria correspondiente, a petición de las Comunidades Autónomas 

 
Las ayudas cubrirán hasta un 40% de la caída adicional de ingresos de las microempresas y 
autónomos (con hasta 10 empleados), y un 20% para el resto de las empresas, con una cantidad 
fija de 3.000 euros para los autónomos que tributen en régimen de estimación objetiva y un 
rango de entre 4.000 y 200.000 euros para el resto. Las Comunidades Autónomas establecerán 
los criterios para las ayudas por destinatario, de forma que no se superen los límites máximos 
establecidos por el Real Decreto-Ley. 
 
 Ayudas para la reestructuración de deuda financiera COVID 
 
Incluye un conjunto de medidas de apoyo y flexibilización de los préstamos que cuenten con 
aval público, permitiendo así que el ICO se incorpore a los procesos de refinanciación y 
reestructuración que pacten los bancos y sus clientes, protegiendo también la estabilidad 
financiera. 
 
Este eje se ve apoyado mediante la creación de una nueva línea para la reestructuración de 
deuda financiera con aval del Estado, dotada con 3.000 millones de euros. 
 
Las Líneas de Avales del ICO puestas en marcha en 2020 han permitido movilizar más de 121.000 
millones de euros de financiación para autónomos y empresas. La norma aprobada hoy extiende 
hasta el 31 de diciembre el plazo para solicitar préstamos con aval del ICO. 
 
En noviembre se adoptaron ya medidas para facilitar el pago de estas deudas, al extenderse 
hasta dos años el periodo de carencia del pago del principal y ampliarse a ocho años el plazo de 



 
 

 

devolución de los préstamos. 
 
Sobre la base del análisis del cliente que haga la entidad financiera, se podrán acordar medidas 
para, en primer lugar, extender por un periodo adicional el plazo de vencimiento de los 
préstamos con aval público; en segundo lugar, convertir los préstamos con aval público en 
préstamos participativos, medida que reforzará los recursos propios de las empresas 
beneficiarias al tener estos préstamos un tratamiento equivalente al capital a efectos 
mercantiles. 
 
Como medida de último recurso en este ámbito, se permite la concesión de ayudas directas para 
reducir la financiación con aval público solicitada durante la pandemia. 
 
Las ayudas podrán destinarse a las empresas que cumplan los criterios de elegibilidad que se 
establecerán por un posterior Acuerdo de Consejo de Ministros y dentro de un proceso de 
renegociación acordado por los clientes con las entidades financieras, que asumirán la parte 
proporcional de la reducción del préstamo. 
 
Para la articulación de estas medidas se aprobará un Código de Buenas Prácticas, de adhesión 
voluntaria por parte de las entidades financieras y otros organismos, similar al existente en el 
ámbito hipotecario, cuyo objetivo es favorecer una actuación coordinada y eficiente de los 
bancos en apoyo de empresas viables con problemas puntuales de solvencia. 
 
 Fondo de recapitalización de empresas medianas 
 
Para los casos en que las medidas anteriores no hayan sido suficientes, se crea un Fondo de 
recapitalización de empresas afectadas por COVID, dirigido a reforzar los balances de empresas 
que eran viables en diciembre de 2019, pero que se enfrentan a problemas de solvencia por la 
pandemia. 
 
Este fondo está dotado con 1.000 millones de euros y será gestionado por COFIDES, empresa 
con capital público-privado. Las ayudas se realizarán en forma de instrumentos financieros, 
como préstamos ordinarios, préstamos participativos, capital u otros a empresas que atraviesen 
dificultades temporales y que no puedan acceder a las ayudas del Fondo de apoyo a la solvencia 
de empresas estratégicas, gestionado por SEPI, que tiene un importe mínimo de aportación de 
25 millones de euros. 
 
 Modernización de la normativa concursal para favorecer la continuidad de la actividad 

empresarial 
 
El Real Decreto-Ley aprobado establece también medidas en el ámbito concursal, 
extendiéndose hasta el 31 de diciembre las moratorias actuales, con el fin de que las empresas 
viables en condiciones normales de mercado cuenten con instrumentos legales que les permitan 
mantener su actividad y el empleo. 
 
De forma específica, se extienden las moratorias relativas a la exención del deber del deudor de 
solicitar la declaración de concurso y la no admisión a trámite de las solicitudes de concurso que 
presenten los acreedores; se amplía el plazo para renegociar, tanto los acuerdos de 
refinanciación y acuerdos extrajudiciales de pago (ambos son instrumentos previos al concurso), 
como los propios convenios concursales; y se amplían hasta el 31 de diciembre de 2021 las 
medidas procesales que agilizan los procesos, como la tramitación preferente y el fomento de 



 
 

 

la subasta extrajudicial. 
 
Esta extensión proporcionará un periodo para abordar los procesos de análisis y 
reestructuración de las empresas sin desencadenar una innecesaria pérdida de valor en tanto 
se moderniza y agiliza el régimen concursal, favoreciendo la acción temprana y los acuerdos de 
reestructuración de las deudas con el fin de evitar la destrucción de empleo y de tejido 
productivo, con ocasión de la transposición de la Directiva de la UE sobre marcos de 
reestructuración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para 
aumentar la eficiencia de los procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de 
deudas. 
 
 


